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DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO / PERSONA JURÍDICA Corporación / INMEDIATEZ / SUBSIDIARIEDAD / NO ACREDITÓ PERJUICIO IRREMEDIABLE / NIEGA / “…no obra dentro de la foliatura prueba alguna que permita establecer la fecha en que CORNABIS T.I.A. se enteró de la sanción de multa impuesta por el Coordinador Grupo de Prevención, Inspección, Vigilancia y Control del Ministerio de Trabajo, por lo que no se puede inferir la afectación al derecho fundamental invocado, al no acreditar la actora que se encontraba dentro del término razonable para formular la demanda de amparo.”

(…)

Ahora bien, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991 y el precedente jurisprudencial que se relacionó anteriormente, es viable que pese a la existencia de los medios ordinarios, la representante legal de CORNABIS T.I.A. pueda acudir a la justicia constitucional, pero con la condición de que se acredite un perjuicio irremediable, lo que no fue probado en este asunto específico, no sólo porque no lo invocó como una característica para que procediera el amparo de forma transitoria, sino porque ninguna circunstancia de inminencia del daño, gravedad, urgencia e impostergabilidad, demostró para verificar que el medio de control administrativo no es el idóneo y eficaz para resolver la cuestión puesta en conocimiento en el presente trámite constitucional.

(…)

“…la accionante dejó transcurrir más de un año para solicitar la mediación del juez constitucional con el fin de que el Ministerio de Trabajo Territorial Cundinamarca respondiera su petición de revocatoria del acto administrativo 1171 del 23 de agosto de 2012, lo que permite determinar que no existe necesidad urgente de salvaguardar dicho derecho constitucional, situación que igualmente hace improcedente la acción de tutela.

Citación jurisprudencial: Sentencia T-396 de 1993. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. / Sentencia T-742 de 2011. / Sentencias  T-742 de 2011 y T-800A de 2011 / 
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  trece (13) de septiembre de dos mil dieciséis (2016) 

Proyecto aprobado por Acta No.822
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por la abogada Viviana Santa Dávila, apoderada judicial de la representante legal de la Corporación Nacional de Bienestar Social para Trabajadores Independientes CORNABIS T.I.A. en contra del Ministerio de Trabajo Territorial Cundinamarca – Coordinación Grupo de Prevención, Inspección, Vigilancia y Control por considerar vulnerado el derecho fundamental al debido proceso de dicha entidad.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. La apoderada judicial de la representante legal de CORNABIS T.I.A. explicó la normativa que permite la afiliación de los trabajadores independientes en forma colectiva al Sistema de Seguridad Social Integral a través de agremiaciones y asociaciones, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 3615 de 2005, sin que ello constituya relación o vínculo laboral y que una de las reglas que deben cumplir en lo que respecta al recaudo de las cotizaciones, es que las mismas se hagan mes a mes, lo que significa que no se podrán hacer por períodos superiores y las cotizaciones a dicho sistema deberán consignarse en el mismo mes en que fueron recibidas.
Informó que las señoras Magdalena Jiménez Sarmiento y Martha Emilce Sánchez Zapata instauraron una querella en contra de CORNABIS T.I.A. en la Superintendencia de Salud el 30 de mayo de 2011 con el fin de que le fueran devueltos unos dineros consignados por concepto de seguridad social.

Señaló que el Ministerio de Trabajo Territorial Cundinamarca – Grupo de Prevención, Inspección, Vigilancia y Control  profirió la Resolución No.1171 del 23 de agosto de 2012 por medio de la cual sancionó a CORNABITS T.I.A., sin que dicha sociedad hubiera sido notificada en la dirección correspondiente, pues dentro del expediente se pudo verificar que las citaciones se hicieron a la dirección carrera 13 A No.34.55 oficina 303 de Bogotá y no a la ciudad de Pereira que es  la que aparece reportada en la Cámara de Comercio.

Por lo tanto, no existió una debida notificación por parte del Ministerio de Trabajo aludido, y en tal sentido, esa entidad no tuvo la oportunidad de comparecer al proceso, resaltando que CORNABIS es una entidad sin ánimo de lucro y registra en un solo certificado nacional donde enuncia todos los datos, entre ellos, la dirección, la cual nada tiene que ver con el que constan en el expediente.

Explicó que el 21 de agosto de 2016 se interpuso ante el Ministerio de Trabajo Dirección Territorial de Cundinamarca solicitud de revocatoria directa frente a la Resolución No.1171 del 23 de agosto de 201, la cual fue enviada por la empresa de correo Servientrega con guía No.929814613, pero hasta la fecha no se ha dado respuesta a la misma, lo que ha interferido el debido proceso y los derechos a la defensa y contradicción.

2.2. En el acápite de las pretensiones, relacionó las siguientes: i) tutelar el derecho fundamental al debido proceso con el fin de que se decrete la nulidad de la actuación procesal del Ministerio de Trabajo Dirección Territorial Cundinamarca – Coordinación Grupo de Prevención, Inspección, Vigilancia y Control  por indebida notificación a sabiendas que existían los recursos para determinar la dirección de notificaciones de CORNABIS T.I.A. según el certificado de existencia y representación legal de la Cámara de Comercio según la vigencia en que profirió el acto administrativo y no con una vigencia del año 2007; ii) ordenar a la entidad accionada sea contestada la solicitud de revocatoria directa de la Resolución No.1171 del 23 de agosto de 201 y iii) suspender la sanción impuesta por evidente vulneración al debido proceso, toda vez que actualmente se encuentra vigente el cobro de los valores descritos en la misma.
2.3. Adjuntó copia del poder para instaurar la presente acción de tutela y de la  solicitud de revocatoria ante el Ministerio de Trabajo Territorial Cundinamarca con sus anexos (certificado de existencia y representación, resolución No.1171 del 23 de agosto de 2012, poder para actuar, notificaciones realizadas por la entidad tutelada y constancia de ejecutoria), visibles a folios 7 al 29.

2.4. La entidad demandada no se pronunció con respecto a la demanda de tutela, pese a haber sido notificada mediante correo electrónico noficacionesjudiciales@mintrabjo.gov.co (folio 34).
3.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

3..1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

3.2. Con respecto a los derechos fundamentales invocados a favor de la Corporación Nacional de Bienestar Social para Trabajadores Independientes CORNABIS T.I.A., es preciso tener en cuenta que las personas jurídicas son sujetos de derechos y deberes, por lo que pueden acudir a la acción de tutela para la protección de sus prerrogativas constitucionales cuando las considere amenazados o vulnerados.  Por lo tanto, existe legitimación en la causa por activa, de conformidad con lo dispuesto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando reiteró que: “La persona jurídica es apta para la titularidad de derechos y deberes por su racionalidad y por su autonomía. La aptitud es la adecuada disposición para dar o recibir, para hacer o soportar algo, y la persona jurídica puede (tiene la dimensión jurídica de la facultad) y también debe (soporta el deber frente a sus miembros y frente a otras personas jurídicas o naturales); por tanto tiene adecuada disposición para que se le otorguen o reconozcan derechos y deberes....”. "...Este tipo de entidad al ser racional y autónoma es por sí (per se), no por otro, es decir, es  persona (personare), De alguna manera es substancial; y todo lo substancial  es un supuesto, y el  supuesto  es  sujeto, y si éste es racional y autónomo, sin duda alguna tiene que ser sujeto de derechos y deberes. Luego la persona jurídica es una entidad que se expresa jurídicamente como sujeto de derechos y deberes...". (Sentencia T-396 de 1993. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa).

Así las cosas, existe legitimidad tanto por activa como por pasiva para actuar dentro del presente trámite constitucional.
3.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

3.4. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada vulneró los derechos fundamentales al debido proceso y petición de la empresa CORNABIS T.I.A., de tal manera, que amerite la intervención del juez constitucional.

3.5. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

3.6. La  Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) La inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
. 
3.6.1. Con respecto al  presupuesto de la inmediatez, en el caso sub examine la abogada de CORNABIS T.I.A. pretende  que se declare la nulidad de la Resolución No.1171 del 23 de agosto de 2012, la que al parecer fue notificada a una dirección inexistente por lo que nunca se enteraron del proceso que adelantaba en su contra el Ministerio de Trabajo, y en tal virtud, la decisión tomada quedó ejecutoriada el 10 de mayo de 2013, sin que pudiera ejercer su derecho fundamental de defensa y contradicción.  Sin embargo, no obra dentro de la foliatura prueba alguna que permita establecer la fecha en que CORNABIS T.I.A. se enteró de la sanción de multa impuesta por el Coordinador Grupo de Prevención, Inspección, Vigilancia y Control del Ministerio de Trabajo, por lo que no se puede inferir la afectación al derecho fundamental invocado, al no acreditar la actora que se encontraba dentro del término razonable para formular la demanda de amparo.   

3.6.2. Aunado a lo anterior, el principio de la subsidiariedad de la acción de tutela tampoco se cumple, si se tiene en cuenta lo dispuesto en el artículo 6º del decreto 2591 de 1991 numeral primero que indica que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.  En aplicación de esta norma, la Corte Constitucional ha sostenido que la tutela tiene un carácter subsidiario y que solamente procederá cuando no existen otros medios de defensa judicial a través de los cuales se pueda solicitar la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, o cuando el medio judicial alternativo es claramente ineficaz para la defensa de esos derechos. En el último caso se ha expresado que la tutela procederá, ordinariamente como mecanismo transitorio, con el fin de evitar un perjuicio irremediable.  En relación, a las circunstancias que demuestren un menoscabo irreparable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 ha señalado que el juez de tutela en el caso en concreto debe advertir las siguientes:

 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.    

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia. 

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica a todas luces inconveniente.
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”

Esta Colegiatura advierte que la jurisdicción ordinaria tiene previsto como mecanismo de defensa la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad que se encuentran consagrados en los artículos 137 y 138 de la Ley 1437 de 2011, lo que significa que la parte actora cuenta con dichos medios de control contenciosos administrativos, de lo que no existe prueba dentro del expediente se hubieran utilizados por la misma.  Ahora bien, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991 y el precedente jurisprudencial que se relacionó anteriormente, es viable que pese a la existencia de los medios ordinarios, la representante legal de CORNABIS T.I.A. pueda acudir a la justicia constitucional, pero con la condición de que se acredite un perjuicio irremediable
, lo que no fue probado en este asunto específico, no sólo porque no lo invocó como una característica para que procediera el amparo de forma transitoria, sino porque ninguna circunstancia de inminencia del daño, gravedad, urgencia e impostergabilidad, demostró para verificar que el medio de control administrativo no es el idóneo y eficaz para resolver la cuestión puesta en conocimiento en el presente trámite constitucional.

3.6.3.  En relación al pedimento de la actora en el sentido de que se ordene a la entidad demandada que conteste su solicitud del 26 de agosto de 2016 (sic), tendiente a que el Ministerio de Trabajo Territorial Cundinamarca revoque de manera directa la Resolución No.1171 del 23 de agosto de 2012, la que aduce la peticionaria aún no ha sido resuelta y de la cual no adjuntó copia de la guía No.92981613, sea lo primero advertir que revisado el aplicativo de la página web de la empresa de mensajería Servientrega sobre la información de la mencionada guía, se pudo obtener que dicha correspondencia aparece con fecha de ingreso al centro logístico el 08/21/2015 y con reporte  entregado a su destinatario el  Ministerio de Trabajo el veinticuatro (24) de agosto de dos mil  quince (2015)  (Fls. 35 -37).  Significa entonces, que la accionante dejó transcurrir más de un año para solicitar la mediación del juez constitucional con el fin de que el Ministerio de Trabajo Territorial Cundinamarca respondiera su petición de revocatoria del acto administrativo 1171 del 23 de agosto de 2012,  lo que permite determinar que no existe necesidad urgente de salvaguardar dicho derecho constitucional, situación que igualmente hace improcedente la acción de tutela.  Por lo tanto, se reitera, que una de las características principales de la acción de tutela es la inmediatez, y en tal sentido,  la  Corte Constitucional en las  Sentencias C-543 de 1992 y SU-961 de 1999, sostuvo lo siguiente:

 “Si bien el término para interponer la acción de tutela no es susceptible de establecerse de antemano de manera afirmativa, el juez está en la obligación de verificar cuándo ésta no se ha interpuesto de manera razonable, impidiendo que se convierta en factor de inseguridad, que de alguna forma afecte los derechos fundamentales de terceros, o que desnaturalice la acción.


En jurisprudencia reiterada, la Corte ha determinado que la acción de tutela se caracteriza por su “inmediatez”:


“La Corte ha señalado que dos de las características esenciales de esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano son la subsidiariedad y la inmediatez: … la segunda, puesto que la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza.
  Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales…”.

Por consiguiente y acorde con lo analizado, la presente acción de tutela es improcedente toda vez que incumple con los requisitos generales de procedibilidad de inmediatez y subsidiariedad, máxime que no se demostró perjuicio irremediable que la hiciera pertinente como mecanismo transitorio.

DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR  IMPROCEDENTE la acción tutela presentada por la abogada Viviana Santa Dávila, apoderada judicial de la representante legal de CORNABIS T.I.A. en contra del Ministerio de Trabajo Territorial Cundinamarca – Coordinación Grupo de Prevención, Inspección, Vigilancia y Control.
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-324 de 1993.


� Ver Sentencias  T-742 de 2011 y T-800A de 2011


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia Nº T-1. de 1992
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